
INEXISTENCIA DE VULNERACIÓN/ Improsperidad de la tutela al presentarse una situación fáctica que no concuerda con la realidad 

“(…) el amparo propuesto está llamado al fracaso, pues si una acción de esta estirpe, como se anunció, tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, denunciado así por el interesado, en el caso concreto no hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante es de que el juzgado rechazó las acciones populares respectivas por competencia, pero el acervo probatorio indica que esa circunstancia no ocurrió en las mencionadas acciones populares y, por ello, no tiene cabida la vulneración alegada.”
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Acta N° 386 de agosto 12 de 2016
Decide la Sala las acciones de tutela de la referencia, propuestas por Cristian Vásquez contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, a las que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público. 
ANTECEDENTES

Cristian Vásquez, actuando en su propio nombre, presentó sendas acciones de tutela contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, que fueron registradas con los números de radicación arriba citados.




En ambos casos aduce la violación de los derechos “al debido proceso, la igualdad y la debida administración de justicia”, cuya protección depreca. Y pide que se ordene admitir de inmediato y dar trámite a sus acciones populares, pues el domicilio de la demandada es en este municipio; que se aporte copias de sus tutelas a las acciones populares; de igual manera, que se escaneen copias de sus tutelas y del fallo a un correo electrónico, se le brinde copias físicas e íntegras de todo lo actuado y que de prosperar sus acciones se hagan extensivas a todas las acciones populares donde la accionada haya actuado igual.
   



Dijo en sus escritos que presentó las acciones populares que quedaron anotadas en el despacho judicial accionado con las radicaciones  “2016-236” y “2016-28”, mismas que fueron rechazadas al aducir falta de competencia, olvidando lo que la Corte Suprema de Justicia tiene definido sobre el particular.
Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación del Ministerio Público y la Defensoría del Pueblo. La funcionaria accionada remitió las copias solicitadas en relación con las referidas demandas y explicó lo acontecido. La Procuraduría señaló que su intervención está restringida a la protección de derechos colectivos dentro de la actuación que le sea notificada. La Defensoría local, guardó silencio. 
CONSIDERACIONES
La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

  



En el caso presente, se acude en procura de los derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad y debida administración de justicia”, bajo la premisa de que la parte accionada, con aparente desconocimiento de lo que ya ha decidido la Corte Suprema de Justicia sobre el particular, decidió rechazar las acciones populares atrás señaladas, por falta de competencia, cuando el domicilio de las allí demandadas radica en esta ciudad. 
  



Sin embargo, con la información suministrada por el despacho judicial demandado, es claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso, pues si una acción de esta estirpe, como se anunció, tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, denunciado así por el interesado, en el caso concreto no hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante es de que el juzgado rechazó las acciones populares respectivas por competencia, pero el acervo probatorio indica  que esa circunstancia no ocurrió en las mencionadas acciones populares y, por ello, no tiene cabida la vulneración alegada.
 



En efecto, lo que enseñan las copias enviadas (f. 9 al 29), es que una vez promovidas las demandas, con autos del 21 de junio del presente año, se inadmitieron con el fin de que se aportaran certificados de existencia y representación legal de la parte accionada con los que se acreditara su domicilio; esas decisiones dejaron inconforme al actor popular que las recurrió en reposición y en subsidio de apelación; el juzgado, con autos del 5 de julio siguiente, se mantuvo en sus posiciones y denegó las alzadas; seguidamente, previa constancia secretarial acerca del vencimiento de términos para corregir las acciones populares, fueron rechazadas por tal motivo, esto es, por que se hizo caso omiso al requerimiento para subsanar, según los autos del 18 de julio (f.19 y 29).
 



De donde surge, entonces, que los hechos plasmados en las presentes acciones de tutela, y de donde, se repite, se hacen derivar las trasgresiones alegadas, no tienen similitud con lo que realmente ocurrió en las acciones populares y, puestas así las cosas, los amparos, no están llamados a la prosperidad.

  



Con todo, no sobra exponer que si se diera por superado tal escollo, las acciones se quedarían en la improcedencia de que trata el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, como quiera que contra los autos de rechazo ninguna inconformidad planteó el actor popular, con lo cual olvidó que la acción de tutela es, por su naturaleza misma, subsidiaria o residual, y solo cabe cuando se ha echado mano de todos las instrumentos procesales con que las partes cuentan en el proceso y ellas han sido infructuosas, lo que en este caso, como viene de verse, no ha acontecido. 

  



En conclusión, y como punto central, como las quejas obedecen a situaciones inexistentes, según viene de precisarse, se negarán los amparos invocados.




En cuanto a las “pretensiones” de que se escanee su tutela y se remita copia del fallo a su correo electrónico, se tiene que de todo lo actuado se le envía copia al correo electrónico suministrado para recibir notificaciones personales. A su costa se ordenará expedir las copias solicitadas. 
 



También, por infundadas se negarán las demás pretensiones.
  



Se absolverá a las demás entidades involucradas, por no hallarse de su parte, vulneración alguna frente a los derechos señalados.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, NIEGA los amparos reclamados por Cristian Vásquez frente al Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad.





A costa del interesado, expídanse las copias solicitadas.

 



Por infundadas se niegan las demás pretensiones.

Se absuelve a las entidades vinculadas de oficio al asunto.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Una vez regrese el asunto, si el fallo no fuere objeto de alzada, ni revisado, se dispone el archivo del mismo, sin trámites adicionales.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                DUBERNEY GRISALES HERRERA

  






       Con aclaración de voto
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